
 

 

 

 

 

Honorable 
Magistrada 

 LUZ DARY ORTEGA ORTIZ 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
DE NEIVA HUILA, SALA LABORAL. 
E. S. D. 

 

 

REF: INEFICACIA DEL TRASLADO. 
ACCIONANTE: TERESA COLLAZOS LAVAO 
ACCIONADOS: PROTECCIÓN S.A. 
RAD: 41001-31-05-003-2020-00008-01 
 

 
ASUNTO: ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

 

 

LUIS HELMER URRIAGO ZAPATA, mayor de edad e identificado 
como aparece al pie de mi firma, abogado en ejercicio con T.P Nro. 154.508 
Del C.S. de la J., actuando como apoderado de la Administradora de Fondo 
de Pensiones y Cesantías PROTECCIÓN S.A., demandada en el presente 
asunto, de conformidad al poder que reposa dentro del proceso, otorgado 
por su representante legal, respetuosamente me dirijo a ustedes dentro del 
término dispuesto por su señoría, para presentar Alegatos de conclusión, 
los cuales sustento de la siguiente manera: 

 
Respetuosamente les solicito absolver de las pretensiones de la demanda 
a PROTECCIÓN S.A. por las siguientes razones: 

PRIMERO: Su señoría, como primera medida, me permito indicar que, 
con fundamento en las pruebas practicadas al interior del proceso, se logró 
determinar, que el litigio nos circunscribe a resolver en derecho lo que 
corresponda, lo cual se puede evidenciar en todos y cada uno de los 
documentos allegados para su estudio, al momento de proferir sentencia. 

 
SEGUNDO: De lo anterior, se puede concluir que no es procedente 
declarar la ineficacia del traslado, toda vez que la AFP cumplió con su 
obligación de prestar una información necesaria, cierta y veraz con 
relación a las características del Régimen de Ahorro Individual al afiliado, pues 
la información suministrada por cada uno de los asesores de la época obedeció 
a la vigencia normativa que regía, lo que implicaba en su momento brindar 
información ajustada al tránsito normativo, por lo que dicha afiliación no se vio 
afectada por ningún vicio del consentimiento. 

 
TERCERO: Por consiguiente, la eficacia de la afiliación se presenta valida, 
ya que para la época en la que se realizó el traslado de régimen, se generó un 



efecto jurídico, con el pleno lleno de los requisitos exigidos para generar efectos 
en la vida jurídica. 

 
CUARTO: Como consecuencia de lo anterior, PROTECCIÓN S.A, no 
puede ser llamada a retribuir dinero alguno, y mucho menos en lo 
concerniente a las CUOTAS DE ADMINISTRACION, pues este valor ni 
siquiera está destinado a los fondos privados de pensiones, sino a terceros 
que en este sistema de ahorro individual con solidaridad reaseguran los 
beneficios de pensión de invalidez y de sobrevivientes, y además entran a 
atender el valor de la pensión cuando el dinero acumulado no cubre el total 
de la contingencia y por ello si disponemos este pago del 3 % tendríamos 
que vincular a este proceso a las compañías de aseguradoras, como a 
Fogafín que recibieron estos montos, para que a su turno devuelvan al 
sistema estos valores que utilizaron durante todo el periodo en que la 
demandante estuvo afiliado en el RAIS. 

 
Adicionalmente, Honorable Magistrada, estos gastos de la administración 
corresponden a lo que invierte la entidad, que en este caso los fondos 
privados funcionan como bancos, en tener esos dineros a su cuenta, 
realizar los rendimientos financieros. 

 
PETICIÓN 

 

Su señoría, respetuosamente, solicito se tengan en cuenta las excepciones 
propuestas, los alegatos de conclusión y las pruebas practicadas, al 
momento de proferir sentencia absolutoria de las pretensiones de la 
demanda, con respecto a PROTECCIÓN S.A. 

 
Así como se despachen desfavorablemente las pretensiones incoadas en la 
demanda y consecuentemente se condenen en costas y agencias en 
derecho a la entidad accionante, por no existir mérito legal alguno para ser 
concedidas sus peticiones. 

 

 
 

De la señora Magistrada 

LUIS HELMER URRIAGO ZAPATA 
C.C. 12.131.981 DE NEIVA 
T.P 154.508 C.S DE LA J. 
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Magistrada:  
LUZ DARY ORTEGA ORTIZ 
TRIBUNAL SUPERIOR DE NEIVA SALA CIVIL-FAMILIA-LABORAL DE NEIVA 
E.      S.     D 
 
REF. ORDINARIO LABORAL  
RADICACIÓN: 41001310500320200000800   
DEMANDANTE: TERESA COLLAZOS LAVAO 
DEMANDADO: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES COLPENSIONES. 

 

 ASUNTO:  ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

 
 
JAIR ALFONSO CHAVARRO LOZANO, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Neiva, identificado con 
cédula de ciudadanía Nro. 7.708.158 expedida en Neiva Huila, abogado en ejercicio con tarjeta profesional 
Nro. 317.648 del C.S. de la J., obrando como apoderado judicial sustituto de la ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES en adelante COLPENSIONES, en sustitución que me hiciera para actuar 
dentro del presente proceso la Doctora YOLANDA HERRERA MURGUEITIO, identificada con Cedula de 
Ciudadanía N°. 31.271.414 de Cali- Valle, con Tarjeta Profesional N°. 180.706 del C.S. de la J., en calidad de 
APODERADA JUDICIAL DE COLPENSIONES por poder especial, amplio y suficiente otorgado mediante 
Escritura Publica No 3366 del 2 de Septiembre de 2019 por la Gerente Nacional de Defensa Judicial DE 
COLPENSIONES, estando dentro del término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa presento 
los alegatos de conclusión, en el proceso de la referencia, así: 
 
 

 
 De conformidad con el artículo 12 de la ley 100 de 1993, el Sistema de Seguridad Social en Pensiones 
está compuesto por dos regímenes, excluyentes, los cuales coexisten, a saber: Régimen Solidario de 
Prima Media con Prestación Definida y el Régimen de Ahorro Individual con solidaridad.  
 
El artículo 13 literal b) ibíd., prescribe que la selección de los dos regímenes es libre y voluntaria por parte 

del afiliado, y para tal efecto debe manifestar su elección al momento de la vinculación o traslado; estos se 

pueden dar cada cinco (5) años contados a partir de la selección inicial, pero en todo caso existe la 

prohibición de que no puede existir traslado cuando al afiliado, le faltaren diez 10) años o menos para 

cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez. 

NEGAR las pretensiones de la demanda. 

 

 
 Para Colpensiones no es posible conceder el traslado de régimen pensional de personas que, sin ser del 
régimen de transición por tiempo de servicios y faltándoles menos de 10 años para cumplir el requisito de 
la edad necesaria para tener derecho a la pensión de vejez, puedan trasladarse de régimen simplemente 
porque consideran que estar en el régimen de prima media les resulta más beneficioso.  
 
De acuerdo con lo anterior, “no debe tomarse como un argumento constitucional suficiente para que se 
abra un dique que permita, sin ningún tipo de exigencia legal, autorizar los traslados de manera 
discriminada” generando un perjuicio en la sostenibilidad financiera del Sistema de Seguridad Social en 
Colombia.  
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En consecuencia, la modificación hecha al literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, por el artículo 2 

de la Ley 797 de 2003 estableció los siguientes cambios en materia de traslado de régimen: por un lado, i) 

amplió el término para trasladarse de régimen pensional de 3 a 5 años y por otro lado, ii) incorporó la 

prohibición de traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el requisito de la edad 

exigido para acceder al derecho a la pensión. 

 

Dicha prohibición se implementó con el objetivo de mantener la sostenibilidad financiera del sistema y 
evitar que personas que estando en el régimen de ahorro individual con solidaridad próximos a 
pensionarse, decidieran trasladarse al régimen de prima media para acceder a la pensión conforme a las 
reglas propias de este régimen.  
 
Igualmente, el artículo 48 de la Ley 1328 de 2009 señala en el literal c): Que los afiliados al sistema podrán 
escoger y trasladarse libremente entre entidades administradoras y entre los Fondos de Pensiones 
gestionados por ellas según la regulación aplicable para el efecto, así como seleccionar la aseguradora con 
la cual contraten las rentas o pensiones  
 
(…). La prohibición de traslado cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para cumplir el requisito de 
la edad exigido para acceder al derecho a la pensión, contenida en el literal e) del artículo 13 de la Ley 100, 
modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, fue objeto de estudio por parte de la corte 
constitucional, a través de la Sentencia C- 1024 de 2004, a propósito de una demanda de 
inconstitucionalidad formulada en su contra, en la que se cuestionaba que la restricción temporal de 
traslado de régimen pensional, vulneraba el derecho a la libre escogencia.  
 
En dicho fallo, la Corte sostuvo que “la medida prevista en la norma acusada, conforme a la cual el afiliado 
no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad para tener 
derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y proporcional, a partir de la existencia de un objetivo 
adecuado y necesario, cuya validez constitucional no admite duda alguna.  
 
En efecto, el objetivo perseguido por la disposición demandada consiste en evitar la descapitalización del 
fondo común del Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, y simultáneamente, defender 
la equidad en el reconocimiento de las pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, pues 
se aparta del valor material de la justicia, que personas que no han contribuido a obtener una alta 
rentabilidad de los fondos de pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas del riesgo asumido por 
otros.  
 
La validez de dicha herramienta legal se encuentra en la imperiosa necesidad de asegurar la cobertura en 
la protección de los riesgos inherentes a la seguridad social en materia pensional a todos los habitantes 
del territorio colombiano, en acatamiento de los principios constitucionales de universalidad y eficiencia 
(C.P. art. 48). Así mismo, el objetivo de la norma se adecua al logro de un fin constitucional válido, pues 
permite asegurar la intangibilidad de los recursos pensionales en ambos regímenes, cuando se aproxima 
la edad para obtener el reconocimiento del derecho irrenunciable a la pensión, en beneficio de la 
estabilidad y sostenibilidad del sistema pensional”.  
 
No obstante lo anterior, y en consonancia con lo establecido en la Sentencia C-789 de 2002, la Corte 

consideró que la restricción de la disposición demandada no podía ser aplicable para las personas 

beneficiarias del régimen de transición por tiempo de servicio, es decir, aquellos que hubieren cotizado por 

15 años o más para el 1 de abril de 1994, dado que a estas, “no puede desconocerse la potestad reconocida 

a las personas previstas en las hipótesis normativas de los incisos 4° y 5° del artículo 36 de la Ley 100 de 
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1993, de retornar en cualquier tiempo al régimen de prima media con prestación definida y, por lo mismo, 

hacer efectivo su derecho pensional con fundamento en las disposiciones que le resulten más benéficas”.  

 

En consecuencia, los beneficiarios del régimen de transición por tiempo de servicio cotizado podrán 
trasladarse de régimen en cualquier momento, incluso cuando le faltaren menos de 10 años o menos para 
alcanzar su pensión de vejez, manteniendo los beneficios del régimen de transición, solo en este puntual 
caso, atendiendo la normatividad vigente aplicable NO es posible inaplicar de otra forma el mandato legal, 
criterio retirado en la jurisprudencia SU 062 DE 2010.  
 
Del anterior recuento, se puede concluir que, según la jurisprudencia constitucional, algunas de las 
personas amparadas por el régimen de transición pueden regresar, al régimen de prima media cuando 
previamente hayan elegido el régimen de ahorro individual o se hayan trasladado a él, con el fin de 
pensionarse de acuerdo a las normas anteriores a la ley 100 de 1993. Estas personas son las que cumplan 
los requisitos anteriormente señalados.  
 
Así las cosas y analizando lo manifestado por el demandante ante el deber de información que deben 
brindar las administradoras de fondos de pensiones, se debe indicar que La norma hace énfasis en que la 
decisión debe ser libre y voluntaria, y es sobre este punto en que las administradoras de fondos de 
pensiones, tienen una obligación con el afiliado, y es ayudarles a resolver todas esas dudas que sirven de 
antesala a una selección de régimen, esto es en ultimas un deber de asesoría.  
 
A su turno, el Decreto 2241 de 2010, fue especifico en reglamentar el Régimen de Protección al 
Consumidor Financiero del Sistema General de Pensiones; consagró como derecho de los consumidores 
financieros, el derecho a ser informado de “manera cierta, suficiente, clara y oportuna de las condiciones 
del Sistema General de Pensiones, del nuevo sistema de administración de multifondos, de las diferentes 
modalidades de pensión y de los efectos y consecuencias de la no toma de decisiones”.  
 
En este orden de ideas, se tiene que las administradoras siempre están dispuestas a brindar información 
a sus afiliados, y que su conducta obedeció a una decisión libre y voluntaria, pues la misma se ve 
manifestada en señal de aceptación con la suscripción del formulario de vinculación.  
 
Queda claro entonces que aun impera la regla general “aquellos que les hiciera falta 10 años o menos para 
adquirir la pensión no podrán trasladarse de régimen” debiendo por tanto sujetarse a las normas que 
gobiernan lo relativo al régimen de ahorro individual.  
 
Descendiendo al caso de estudio, el señor: TERESA COLLAOS LAVAO a la fecha cuenta con 64 años de edad, 
es decir, se encuentra a menos de 10 años de edad para cumplir con el requisito de edad para tener 
derecho a la pensión de vejez, se afilió al principio al RPM administrado por el ISS hoy ADMINISTRADORA 
COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES, luego la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y 
CESANTIAS PROTECCION S.A., entidad donde actualmente se encuentra afiliada, por lo que dicho traslado 
tiene plena validez conforme al Artículo 2 de la Ley 797 de 2003, el cual modificó el literal e) del Artículo 
13 de la Ley 100 de 1993.  
 
Aunado a lo anterior, El demandante, debe demostrar en la demanda la pérdida de un tránsito legislativo 
o la frustración de una expectativa legitima ocasionada por la decisión de trasladarse al Régimen de Ahorro 
Individual, toda vez que de permanecer en la ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PROTECCION S.A., entidad en la cual se encuentra actualmente, conserva su posibilidad pensional, pues 
podría acceder al reconocimiento y pago de una Prestación Económica por Vejez, invalidez o en su defecto 
una pensión de sobrevivientes a sus causahabientes.  
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De igual forma tampoco se demuestra vicio en el consentimiento o asalto a la buena fe en el momento en 
que se afilia al Régimen de Ahorro Individual administrado por la ADMINISTRADORA DE FONDO DE 
PENSIONES Y CESANTIAS PROTECCION S.A., como se alega en la demanda, además para el momento de la 
afiliación era imposible predecir los Ingresos Base de Cotización sobre los cuales cotizaría el demandante 
en los próximos años y calcular una futura mesada pensional real en el momento de la afiliación, pues los 
ingresos económicos podrían variar en relación a los reportados en su Historia Laboral hasta esa fecha.  
Vale la pena resaltar, además, que el traslado de régimen es un acto libre y voluntario del afiliado y que 
las entidades administradoras no deben intervenir en la decisión del afiliado en lo concerniente a la 
elección del régimen pensional.  
 
Ahora bien, no se puede tener como cierto que la falta de información se basó en que fondos, no realizaron 
una proyección pensional a el demandante, al momento de su traslado, sin embargo, debe solicitarse al 
Despacho judicial se tenga en cuenta que las proyecciones pensionales no son pruebas útiles para 
demostrar un eventual vicio en el consentimiento al momento en que decidió su traslado dentro de las 
opciones que la ley le otorgaba.  
 
Además, como quiera que el monto pensional en el RAIS también depende de variables como el 
rendimiento financiero de los fondos sujetos al comportamiento fluctuante de la economía, incierto 
resulta establecer un posible monto que le permitiera en ese momento a el demandante evaluar cuál sería 
a futuro el régimen más favorable, en esa medida, no se puede afirmar que el silencio de los fondos, en 
estos aspectos constituya falta en el deber de información.  
 
Al respecto la Corte Constitucional ha manifestado en la Sentencia C- 086 de 2002, Magistrado Ponente 
Clara Inés Vargas Hernández, que: “para la Corte es claro que el sistema de Seguridad Social en pensiones 
no tiene por finalidad preservar el equilibrio cuota prestación sino la debida atención de las contingencias 
a las que están expuestas los afiliados y beneficiarios, además por que el régimen de prestaciones de la 
seguridad social en pensiones no es un régimen contractual como el de los seguros privados sino, todo lo 
contrario se trata de un régimen legal de una manera se asienta en el régimen contributivo en el que los 
empleadores y el estado participan junto a los trabajadores en los aportes que resultan determinantes en 
la cuantía de la Pensión.  
 
De ahí que los afiliados a la seguridad social no ostenten un derecho subjetivo a una cuantía determinada 
de las pensiones futuras, esto es, las pensiones respecto de las cuales no se ha producido el hecho que las 
causa” (…)  
 
En cuanto al traslado desde la afiliación y/o traslado de régimen el demandante no ha manifestado 
inconformidad alguna respecto de la información brindada, dando a entender que las mismas se 
cumplieron a cabalidad, generando así expectativas referentes a que la afiliación se ejecutó conforme a la 
ley, por tal razón no puede aceptarse que después de tanto tiempo se alegue nulidad de afiliación, 
desconociéndose principios rectores de la buena fe y de que nadie puede ir en contra de sus propios actos.  
 
No se demuestra entonces hasta el momento que, el demandante haya sido engañado al tomar una 
decisión desfavorable a sus intereses, más aún, cuando ha permaneció en el Régimen de Ahorro Individual 
con solidaridad desde noviembre de 1995 hasta el presente año 2021, es decir, 25 años, sin que hubiera 
ejercido dentro del término legal el traslado de régimen, dicho silencio conlleva a manifestar que el 
demandante conocía las consecuencias generadas con el traslado de régimen y aun así permaneció en él, 
dicha permanencia es una señal de aceptación que impide alegar que se encuentra viciado de nulidad por 
falta de información veraz, real y completa, de lo anterior, acudimos a lo dispuesto por la Honorable Corte 
Suprema de Justicia en sentencia SL 413-2018, en la que expresó:  
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“Desde luego que, para la tesis que ahora sostiene la Sala, la presencia o no de cotizaciones consistente  
con el formato de vinculación no es la única expresión de esa voluntad, pueden existir otras, tales como 
las solicitudes de información de saldos, actualización de datos, asignación y cambio de claves, por 
mencionar algunos actos de relacionamiento con la entidad que pueden denotar el compromiso serio de 
pertenecer a ella.  
 
Lo importante es que exista correspondencia entre voluntad y acción, es decir, que la realidad sea un 
reflejo de lo que aparece firmado, de modo tal que no quede duda del deseo del trabajador de pertenecer 
a un régimen pensional determinado”.  
Por lo anterior, se tiene que el demandante se encuentra válidamente afiliado al Régimen de Ahorro 
Individual por decisión propia como lo demuestra su firma en el formulario de afiliación a los dos fondos 
antes mencionados, sin mostrar inconformidad alguna en la administración de sus cotizaciones en los 
Fondos privados referenciados.  
 
En ese orden de ideas, y de conformidad con la norma en cita, el traslado a la fecha goza de plena validez 
y además de ello, se evidencia que no es posible declarar la nulidad del traslado de régimen, pues del 
material probatorio allegado en la demanda, se evidencia que el demandante, se encuentra a menos de 
diez años para adquirir el derecho pensional y adicional a ello NO cuenta con 15 años de servicio o su 
equivalente en semanas a la fecha de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, esto es, al 1º de abril 
de 1994, por no ser beneficiario del régimen de transición, razón por la cual no existen razones de hecho 
y de derecho que permitan acceder a las pretensiones del demandante.  
 
Y declarar la nulidad del traslado en casos como este atenta contra lo contemplado en el artículo 334 de la 

Constitución Política, el cual señala que “La sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del 

Poder Público, dentro de sus competencias, en un marco de colaboración armónica”, en ese orden de ideas, 

es necesario que, dando prevalencia al interés general sobre el particular, se tomen las medidas pertinentes 

para que ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTIAS PROTECCION S.A. 

traslade los recursos que soportan el sistema pensional, conforme a los principios que rigen la Constitución 

Política, en la medida que el derecho a la seguridad social se encuentra atado al principio de sostenibilidad 

fiscal y estabilidad financiera del Estado. 

 

En consecuencia, la declaración injustificada de ineficacia del traslado de un afiliado del RPM a RAIS afecta 
la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones, y pone en peligro el derecho fundamental a 
la seguridad social de los demás afiliados. En esta misma línea se pronuncia la Corte Constitucional en 
sentencia T- 489 de 2010, al expresar:  
 
(…) la Sala se permite destacar dos ideas, relacionadas ambas con la sostenibilidad económica del sistema 
pensional. Ellas son: a-- La primera tiene que ver con la PORVENIR del capital pensional. No se puede 
permitir “la descapitalización del fondo”, si personas que no contribuyeron a su formación, vienen a último  
momento, cuando les faltan ya menos de 10 años para concretar su pensión de vejez, a beneficiarse de un 
ahorro comunitario accediendo a una pensión, cuyo pago desfinancia el sistema. b- En segundo término, 
desde una perspectiva social se contraría la equidad y se abandona el valor de la justicia material, al 
permitir a personas que no han contribuido a los rendimientos de los fondos pensionales, entren a 
beneficiarse y a subsidiarse a costa de las cotizaciones y los riesgos asumidos por otras y no por ellas 
mismas” (Subrayado y negrilla fuera de texto original)  
 
Debe resaltarse la importancia que en este tema concede la Corte Constitucional a las consecuencias 
económicas de las diferentes posiciones sobre la sostenibilidad financiera del Sistema.  
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Así las cosas el principio de sostenibilidad financiera representa la garantía del derecho fundamental a la 
pensión de los Colombianos de manera sostenida e indefinida y la posición asumida por la Corte en los 
fallos relacionados con nulidad o inexistencia del traslado entre regímenes pensionales, quebranta el 
principio de sostenibilidad financiera, en tanto genera una situación caótica que desvertebra la debida 
planeación en la asignación y distribución de los recursos del Sistema Pensional, al desconocer la 
irreductible necesidad de que dichas condenas se cumplan previa la ordenada gestión de los recursos que 
en la mayoría de los casos no están presupuestados en la medida en que surgen, de manera contingente 
de la declaración judicial respectiva.  
 
La estabilidad financiera se garantiza en la medida en que el sistema general de pensiones percibe y 
mantiene, a través de medios jurídicos y financieros, los fondos económicos adecuados que le permitan 
pagar mes a mes a una mayor cantidad de pensionados y obtener un ahorro para precaver la satisfacción 
de las pensiones futuras, bajo la permanente orientación de subsanar con urgencia cualquier desventaja 
contra el bienestar general.  
 
No obstante, en el hipotético caso que el juzgador considere declarar la ineficacia del traslado de régimen 

pensional, pues hay lugar a reintegrar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES la totalidad de la cotización, es decir: i) Recursos cuenta individual de ahorro, ii) Cuotas 

abonadas al Fondo de Garantía de Pensión Mínima, iii) Rendimientos, iv) Anulación de Bonos Pensionales 

v). Porcentaje destinado al pago de Seguros Previsionales y gastos de administración, principio de 

sostenibilidad financiera: la financiación y la fiscalidad de la seguridad social La gestión de la seguridad 

social impone el que deba realizarse a través de una institucionalidad compleja, ordenada como sistema, 

entre cuyos elementos estructurales está el de los fondos económicos, con lo que se han de proveer los 

recursos indispensables para cubrir el costo de las prestaciones de ADMINISTRADORA DE FONDO DE 

PENSIONES Y CESANTIAS PROTECCION S.A. a los afiliados. 

 

Por lo tanto, es aconsejable revisar en cada caso lo que perjudicaría al sistema de pensiones. Lo anterior, 
en concordancia con la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, esto es, las 
sentencias CSJ SL1421-2019, CSJ SL17595-2017 y CSJ SL4989-2018, donde se rememoró la CSJ SL, 8 sep. 
2008, rad. 31989, en la que se dijo: “Sobre las consecuencias de la nulidad del traslado entre regímenes 
esta Sala en sentencia SL, del 8 de sep. 2008, rad. 31989, reiterada en varias oportunidades, adoctrinó:  
“La administradora tiene el deber de devolver al sistema todos los valores que hubiere recibido con motivo 
de la afiliación del actor, como cotizaciones, bonos pensionales, sumas adicionales de la aseguradora, con 
todos sus frutos e intereses como los dispone el artículo 1746 del C.C., esto es, con los rendimientos que 
se hubieren causado.  
 
“Como la nulidad fue conducta indebida de la administradora ésta debe asumir a su cargo los deterioros 
sufridos por el bien administrado, esto es, las mermas sufridas en el capital destinado a la financiación de 
la pensión de vejez, ya por pago de mesadas pensionales en el sistema de ahorro individual, ora por los 
gastos de administración en que hubiere incurrido, los cuales serán asumidos por la Administradora a 
cargo de su propio patrimonio, siguiendo para el efecto las reglas del artículo 963 del C.C.” (...)  
 
Sin mayores elucubraciones, existen elementos notorios que exponían la intención del demandante de 

trasladarse al RAIS, como fue el hecho de permanecer más de 25 años afiliado al mismo; afiliación que 

tiene vocación de permanencia, el demandante cuanta con menos de 10 años para cumplir la edad para tener 

derecho a la pensión de vejez por tanto No podría Colpensiones aceptar el traslado y la declaración 

injustificada de ineficacia del traslado de un afiliado del RPM a RAIS afecta la sostenibilidad financiera del 

Sistema General de Pensiones, y pone en peligro el derecho fundamental a la seguridad social de los demás 

afiliados, por tanto las pretensiones de la demanda están llamadas al fracaso. 
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VII. NOTIFICACIONES 

El suscrito y mi representada recibiremos notificaciones en el Edificio la Quinta, Carrera 5 Nro. 8-75, Oficina 
205 de la ciudad de Neiva. Nro. Cel. 3114791042. Correo electrónico Jairchavarro5250@hotmail.com  
servicioslegaleslawyers@gmail.com. 
 
 
  
Cortésmente, 
 
 
 
 

 
JAIR ALFONSO CHAVARRO LOZANO 
C.C. 7.708.158 de Neiva Huila. 
T.P. 317.648 del C. S. de la J. 
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